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Buen día.

Mediante la presente comunicación, la  ciudadana Adalgiza Henao cardenas, remite contestación a la
vinculación efectuada por este Despacho, dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del
derecho RAD 76147-33-33-003, siendo efectuada en tiempo y forma.
Agradezco de antemano su atención.



ZARZAL, VALLE DEL CAUCA; A 29 DE JULIO DE 2021. 

 

C. JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

CARTAGO, VALLE DEL CAUCA. 

PRESENTE. 

 

Asunto: Se contesta demanda de accion de nulidad y restablecimiento del 

derecho en calidad de tercer vinculada. 

 

Rad. 76147-33-33-003-2021-00153-00 

 

 

Respetado Juez: 

 

La suscrita, Adalgiza Henao Cárdenas, identificada con n° de cédula 

66.677.984, correo electrónico de notificaciones: 

aasesoriayconsultoriajuridica@gmail.com y aditazarzal@gmail.com; 

teléfonos: 312 293 9681 y 315 486 3701, me dirijo a Usted, por conducto del 

presente escrito, con fundamento en las garantías consagradas en los 

preceptos 1, 13 y 29  de la Constitución Política de Colombia, en armonía con 

los artículos 172 y 199 de la ley 1437 de 2011, para contestar la demanda de 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por el ciudadano 

Wilson Hernán Caicedo Rodríguez,  en contra de la Gobernadora del Valle 

del Cauca, siendo vinculada la suscrita por las causales expuestas en el auto 

de vinculación, motivo por el cual, expongo: 
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En primera, los derechos sobre la ocupación del cargo en grado de 

provisionalidad de la suscrita, ya fueron objeto de estudio constitucional, 

mediante el fallo de tutela N° 062 del 10 de marzo de 2020, del índice del 

Juzgado Promiscuo Municipal de Zarzal, Valle; en el cual, se tutelaron mis 

derechos fundamentales, ordenando a la Gobernación del Valle del Cauca: 

“que en el término improrrogable de CUARENTA Y OCHO HORAS contadas 

a partir de la notificación de la presente decisión REINTEGRE a la señora 

ADALGIZA HENAO CARDENAS a su antiguo puesto de trabajo como 

auxiliar administrativo grado 01 al cual ya había sido reubicada debido a su 

condición de salud, debiéndole pagar todos los salarios y prestaciones 

sociales dejador de percibir desde su desvinculación”. 

Inconforme con dicho fallo, la mencionada autoridad interpuso recurso de 

impugnación ante el Juzgado de Circuito de Roldanillo, quien radicó el 

proceso bajo el N° 76-622-31-03-001-01 y resolvió confirmar el fallo de 

primera instancia en el cual se le tutelaron los derechos fundamentales a la 

accionante. 

Insistentes en el inconformismo de la sentencia judicial, el representante legal 

y/o quien hizo sus veces, interpuso acción de tutela contra tutela, a fin de 

combatir el fallo ibídem, del cual por razones de turno y jurisdicción, le tocó 

conocer a la Sala Quinta de la Decisión Civil de Familia del Tribunal Superior 

de Buga, quien mediante sentencia de tutela T-056-2020, resolvió negar la 

acción de tutela contra tutela interpuesta por el Representante legal de la 

Gobernación del Vale del Cauca. 

Inconforme con esta decisión, la autoridad en mención interpuso el recurso 

de impugnación, del cual le tocó conocer a la Sala de Casación Civil de la 

Corte Suprema de Justicia, quien negó las pretensiones de la autoridad 

accionante. 



Dándose por agotada todas las instancias legales, en la cuales se 

confirmaron mi derecho a la estabilidad laboral reforzada, haciendo 

inmediatamente tránsito a cosa juzgada, lo que hace imposible que sea 

estudiado nuevamente el derecho que tiene la vinculada con el cargo que 

actualmente ocupa, pues ello equivale a inobservar las sentencias 

constitucionales que protegieron mis derechos fundamentales, por lo que 

ningun fallo, incluso en diferente litigio, puede modificar lo ya resuelto y 

juzgado, pues la cosa juzgada no es solo vinculante para las partes, sino para 

la comunidad en general,  principalmente los encargados de la administración 

de justicia. 

 

Sirve de apoyo la sentencia C-100/2019, que refiere: 

COSA JUZGADA-Efectos inter partes o erga omnes 

  

La fuerza vinculante de la cosa juzgada se encuentra limitada a quienes 

plasmaron la litis como parte o intervinientes dentro del proceso, es decir, 

produce efecto Inter partes. No obstante, el ordenamiento jurídico 

excepcionalmente le impone a ciertas decisiones efecto erga omnes, es 

decir, el valor de cosa juzgada de una providencia obliga en general a la 

comunidad, circunstancia que se establece en materia penal y 

constitucional” (Negrilla no es de origen). 

 

Así las cosas, es claro que no resulta posible estudiar una posible afectación 

o legalidad de la permanencia el cargo que actualmente ocupa la suscrita, 

toda vez que esto ya es cosa juzgada que no debe someterse nuevamente a 

estudio. 

 



En otro sentido, es menester resaltar que las pretensiones elevadas por el 

demandante, no tienen prosperidad legal, puesto que los hechos materia 

inconformidad por parte del demandante, tuvieron lugar como lo indica en el 

mismo escrito de demanda, el 02 de marzo de 2020, por lo cual, teniendo en 

cuenta la suspensión de términos judiciales derivados del Estado de 

Emergencia, la caducidad de dicha acción se configuró en el mes de octubre 

de la presente anualidad, por lo que a la fecha de presentación de la 

demanda, se encontraba caducado el término de cuatro meses para la 

interposición de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, 

consagrados en el artículo 138 de la ley 1437 de 2011, que refiere:  

“ARTÍCULO 138. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda 

persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una 

norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo 

particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá 

solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas 

causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. 

Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y 

pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al 

particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular 

por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto 

es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe 

un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término 

anterior se contará a partir de la notificación de aquel”. 

Cabe citar por identidad jurídica la sentencia SU/498/16,  emitida por el Alto 

Tribunal Constitucional, que a la literalidad, refiere: 



“CONTROL JURISDICCIONAL DE LA ACTUACION CONTRACTUAL 

DEL ESTADO, ESPECIALMENTE DE LA DECLARATORIA DE 

CADUCIDAD  

  

La caducidad hace parte de aquellos presupuestos procesales relacionados 

con el derecho de acción, entre los que también se encuentran la capacidad 

de las partes, la jurisdicción y la competencia. Dicho esto, la caducidad hace 

referencia al ejercicio de la acción dentro de determinados plazos fijados por 

la ley, so pena de la imposibilidad de constituirse una relación jurídico-

procesal válida. Constituye un mecanismo que limita el tiempo durante el 

que las personas pueden acudir a la jurisdicción para la definición 

judicial de las controversias, el cual privilegia la seguridad jurídica y el 

interés general”.(Negrilla no es de origen). 

 

Así las cosas, por lo expuesto y fundamentado, le ruego a Usía se sirva: 

 

 

PRIMERO: Desvincular a Adalgisa Henao Cárdenas de la presente Litis, al 

configurarse como cosa juzgada constitucional, los derechos a la estabilidad 

laboral reforzada, que poseo como ocupante del Cargo en grado de 

provisionalidad por el cual fui vinculada al presente proceso. 

 

SEGUNDO: Decretar la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento 

del derecho, al haber sido interpuesta de manera extemporánea, 

inobservando el artículo 138 de la ley 1437 de 2011. 

 

 

 



Sin otro particular, me despido cordialmente. 

 

 

ADALGIZA HENAO CARDENAS 

C.C. 66.697.984 

Anexo: Prueba documental de fallos de 1 y 2 instancia de la acción de tutela 

mencionada en el contexto del presente escrito. 



 

 

 

ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 

Magistrado ponente 

 

STC4290-2020 

Radicación n.° 76111-22-13-000-2020-00082-01 

(Aprobado en sesión virtual de ocho de julio de dos mil veinte) 

 

Bogotá, D.C., ocho (8) de julio de dos mil veinte 

(2020).- 

 

 

Decide la Corte la impugnación formulada frente al 

fallo proferido el 11 de junio de 2020 por la Sala Civil 

Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Buga, dentro de la acción de tutela promovida por la 

Secretaría de Educación Departamental del Valle del 

Cauca contra los Juzgado Civil del Circuito de Roldanillo 

y Juzgado Promiscuo Municipal de Zarzal, trámite al que 

fueron vinculados los señores Adalgiza Henao Cárdenas, 

Diego Erley Arana, Diego Fernando Mazuera García, 

Isaías de Jesús Zapata Cadavid, Colpensiones, la Nueva 

EPS, la Oficina del Trabajo de Roldanillo, el Ministerio 

del Trabajo, y, el Ministerio Público de Zarzal, así como 

las demás partes e intervinientes de la acción constitucional 

a que alude el escrito inicial. 
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ANTECEDENTES 

 

 1. La entidad accionante, a través de la Jefe de su 

Oficina Jurídica, reclama la protección constitucional de su 

derecho fundamental al debido proceso, presuntamente 

conculcado por las autoridades jurisdiccionales accionadas, 

con las sentencias proferidas en ambas instancias dentro de 

la acción de tutela que promovió en su contra la señora 

Adalgiza Henao Cárdenas. 

 

 En consecuencia, exige para la protección de las citadas 

prerrogativas, concretamente, que se revoquen dichas 

determinaciones (fl. 11, expediente digital).  

 

2. En apoyo de su reparo y en cuanto interesa para 

la resolución del presente asunto, aduce en lo esencial, que 

pese a que en el trámite de la salvaguarda en cita no se 

vinculó a los integrantes de la lista de elegibles para el cargo 

que ostentaba la señora Henao Cárdenas y del cual fue 

separada, precisamente para poder efectuar el nombramiento 

respectivo, por virtud del concurso que para tal fin se 

adelantó, las autoridades judiciales convocadas concedieron 

el amparo a la estabilidad laboral reforzada de aquélla, 

ordenando su reintegro a la planta de personal de la entidad 

territorial, potísima razón por la que considera que debe ser 

atendido su reclamo a través de este nuevo mecanismo (fls. 1 

a 23, ejusdem). 
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RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS 

 

 a. La Inspectora de Trabajo y Seguridad Social de 

Roldanillo, el apoderado judicial de la Nueva EPS S.A., y, la 

Directora del Grupo de Acciones Constitucionales de 

Colpensiones, aunque en es ritos separados, coincidieron en 

solicitar la desvinculación de las entidades que representan 

del presente trámite, comoquiera que las mismas no tienen 

ninguna injerencia en las peticiones elevadas por la gestora 

de la salvaguarda (fls. 422 a 425 – 426 a 428 – 743 a 745, 

expediente digital). 

  

 b. Por su lado, el titular del Juzgado Civil del Circuito 

de Roldanillo – Valle, adujo en lo fundamental, que el amparo 

de la referencia es improcedente, por cuanto lo que se ataca 

es lo decidido en un trámite de idéntica naturaleza (fls. 711 y 

712, Cit.). 

 

 c. De otra parte, la señora Adalgiza Henao Cárdenas, 

pidió denegar la salvaguarda inquirida, por incumplir con la 

procedencia de una acción de tutela en contra de otra de 

igual categoría (fls. 713 a 725, ídem). 

 

 d. Finalmente, el Juez Promiscuo Municipal Zarzal - 

Valle, igualmente alegó la improcedencia del resguardo 

solicitado, en tanto que ataca un trámite excepcional de 

similar linaje (fls. 740 a 742, ejusdem). 
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LA SENTENCIA IMPUGNADA 

 

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Buga – 

Sala Civil Familia, luego de hacer una reseña de los 

requisitos generales y específicos de procedencia del amparo 

contra providencias judiciales, así como los establecidos 

jurisprudencialmente cuando se trata de un fallo de tutela, 

desestimó la protección suplicada, por cuanto «no se dan los 

presupuestos para su excepcionalísima procedencia que acabamos de 

reseñar, especialmente dado que los argumentos que la entidad 

suplicante esgrime en esta solicitud de protección, contra la decisión 

adoptada dentro del trámite constitucional en el que fungió como parte 

accionada, bien pueden y deben ser discutidos a solicitud suya o de 

oficio en el procedimiento de revisión de la providencia cuestionada ante 

la H. Corte Constitucional y aún a través de la insistencia para su 

selección con tal propósito, en los términos del artículo 33 del Decreto 

2591 de 1991, si es que resulta descartada inicialmente por esa alta 

Corporación. Vale la pena aclarar, que, aunque se sugiere la existencia 

de un fraude en la resolución judicial, eventualidad que, de acuerdo al 

precedente antes transcrito, junto a otra requisitoria habilita la 

intervención de un nuevo juez de tutela, lo cierto es que no se hizo 

mención y menos se acreditó, en qué consistió aquel, lejos de ello, lo que 

se reprocha es una incorrecta valoración probatoria, así como la 

inaplicación de normas y principios constitucionales al momento de 

desatar – en ambas instancias- la tutela No. 2020-00123, aspectos estos 

que no se enmarcan dentro de una maniobra fraudulenta»; además de 

indicar, «en cuanto al a supuesta vulneración derivada de no haber 

vinculado personas que se vieron afectadas con las decisiones objeto de 

esta nueva acción de tutela», que «aun cuando es cierto que, constituye 

un deber del juez de primera instancia integrar el contradictorio en 

debida forma y, correlativamente, ‘notificar a todas las personas 

directamente interesadas, partes y terceros con interés, tanto de la 

iniciación del trámite que se origina con la instauración de la acción de 

tutela, como de la decisión que por esa causa deba adoptarse, pues ello 

se constituye en una garantía del derecho al debido proceso’, también lo 
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es que la accionante no se encuentra legitimada en la causa para atacar 

el aludido vicio por esta vía» (fls. 762 a 767). 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

La tutelante se mostró inconforme frente a lo resuelto, 

insistiendo en los mismos planteamientos expuestos en la 

queja originaria (fls. 779 a 793, expediente digital). 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Bien se sabe, siguiendo los criterios 

jurisprudenciales de la Corporación, que, en línea de 

principio, la acción instaurada no procede contra 

providencias o actuaciones judiciales, dado que no 

pertenece al entorno de los Jueces constitucionales 

inmiscuirse en el escenario de los trámites ordinarios en 

curso o ya terminados, para tratar de modificar o cambiar 

las determinaciones pronunciadas en ellos, porque al obrar 

de esa manera se quebrantarían los principios que 

contemplan los artículos 228 y 230 de la Constitución 

Política. 

 

El planteamiento anterior se aplica en una medida aún 

mayor, cuando la determinación atacada fue proferida por 

un juez constitucional como epílogo del trámite de amparo; 

de lo contrario, se abriría la puerta a una espiral infinita de 

acciones de la misma naturaleza, en la que se controvertiría 

ad aeternum lo expresado en el primer fallo. 
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Así las cosas, de manera sumamente excepcional, la 

Corte ha admitido la intervención de un segundo juez de 

amparo cuando en el trámite de la acción se ha incurrido en 

una vulneración clara y ostensible al debido proceso de 

alguna de las partes o de terceros con interés en el 

resultado del respetivo trámite. 

 

2. Acerca de esta especial temática, la Corte 

Constitucional, en sentencia SU-627 adiada 1º de octubre 

de 2015, consolidó los criterios dispuestos desde el año 

2001 acerca de los casos en los cuales, de manera 

excepcional, resulta procedente la acción de tutela frente a 

una controversia suscitada con ocasión de un trámite de 

igual naturaleza, de la siguiente manera: 

 

«4.6. Unificación jurisprudencial respecto de la procedencia de 

la acción de tutela contra sentencias de tutela y contra 

actuaciones de los jueces de tutela anteriores o posteriores a la 

sentencia. 

 

4.6.1. Para establecer la procedencia de la acción de tutela, cuando se 

trata de un proceso de tutela, se debe comenzar por distinguir si ésta 

se dirige contra la sentencia proferida dentro de él o contra una 

actuación previa o posterior a ella. 

  

4.6.2. Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la 

regla es la de que no procede. 

  

4.6.2.1. Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia 

ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o 

sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el 

incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante 

la Corte Constitucional. 
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4.6.2.2. Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o 

tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera 

excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno 

de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir 

con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra 

providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta 

identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se 

demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la 

sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus 

omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, 

eficaz para resolver la situación. 

 

4.6.3. Si la acción de tutela se dirige contra actuaciones del proceso de 

tutela diferentes a la sentencia, se debe distinguir si éstas acaecieron 

con anterioridad o con posterioridad a la sentencia. 

 

4.6.3.1. Si la actuación acaece con anterioridad a la sentencia y 

consiste en la omisión del juez de cumplir con su deber de informar, 

notificar o vincular a los terceros que serían afectados por la demanda 

de tutela, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la 

acción de tutela, la acción de tutela sí procede, incluso si la Corte 

Constitucional no ha seleccionado el asunto para su revisión. 

  

4.6.3.2. Si la actuación acaece con posterioridad a la sentencia y se 

trata de lograr el cumplimiento de las órdenes impartidas en dicha 

sentencia, la acción de tutela no procede. Pero si se trata de obtener la 

protección de un derecho fundamental que habría sido vulnerado en el 

trámite del incidente de desacato, y se cumplen los requisitos generales 

de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, 

la acción de tutela puede proceder de manera excepcional». 

 

 3. Aquí, tras realizarse el correspondiente escrutinio 

a la demanda de resguardo constitucional presentada por la 

Secretaría de Educación Departamental del Valle del Cauca, 

se revela sin asomo de duda que la misma debe 

desestimarse, habida cuenta que, como arriba se dejó 

establecido, su objetivo es atacar las sentencias emitidas por 

los Juzgados Civil del Circuito de Roldanillo y Promiscuo 
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Municipal de Zarzal, que ampararon los derechos 

fundamentales invocados en el marco de otra acción de 

idéntica naturaleza a la presente, instaurada en pretérita 

ocasión por Adalgiza Henao en su contra, cuestión que 

comporta señalar, desemboca en la causal de improcedencia 

de que trata el inciso 3º del artículo 86 de la Constitución 

Política, en concordancia con el numeral 1º del artículo 6º del 

Decreto 2591 de 1991, pues, por demás, no se evidencia la 

ocurrencia de ninguna de las hipótesis previstas en la 

providencia de unificación citada líneas atrás, para que de 

manera excepcionalísima se autorice la intervención de un 

segundo juez de tutela. 

 

4. Téngase en cuenta además, que la jurisprudencia 

ha insistido en que ante una ocasional falta o desafuero en 

que puedan incurrir los jueces de tutela al ocuparse de las 

decisiones con las que se resuelva sobre el señalado 

mecanismo excepcional, no es un nuevo instrumento de la 

misma naturaleza el adecuado para contrarrestar el 

supuesto quebranto, toda vez que con ese fin el legislador 

diseñó la impugnación y la revisión eventual ante la Corte 

Constitucional, escenario donde la parte interesada podrá, 

según el caso, acudir al recurso de insistencia previsto en el 

artículo 33 del citado decreto 1 , para pedir a dicha 

Corporación su escogencia, únicos mecanismos procesales 

que pueden interponerse o solicitarse ante los funcionarios 

habilitados para el efecto. 

 

 
1 Reglamentado en el Acuerdo No 05 de 1992, emanado de la Corte Constitucional. 
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En este sentido, la Sala ha señalado que proceder de 

esta manera «evita la cadena ilimitada de litigios que se generarían 

en caso de admitirse acciones de tutela contra sentencias que decidan 

el amparo constitucional, de modo que instituyó a la Corte 

Constitucional como el órgano que pone fin al debate en punto de 

protección de los derechos fundamentales, mediante ese mecanismo» 

(CSJ, STC3676-2020). 

 

 5. Ahora bien, sin perjuicio de lo expuesto cabe 

señalar, que aunque la Secretaría de Educación del Valle 

del Cauca soporta su actual inconformidad, en que ha 

debido vincularse a la acción de tutela en comento a todos 

los integrantes de la lista de elegibles, es decir, en la 

vulneración del derecho al debido proceso no de esa 

entidad, sino de terceros, no cabe duda que carece de 

interés para ello, pues debe recordarse que el artículo 10 

del Decreto 2591 de 1991 establece que, la acción de 

amparo puede ser ejercida únicamente por las persona 

vulnerada o amenazada  en uno de sus derechos 

fundamentales, por sí misma o a través de representante; 

de ahí que entonces, no le corresponde a la Secretaría de 

Educación accionante abogar por el supuesto 

quebrantamiento del debido proceso de aquellas personas, 

quienes de así considerarlo, son las únicas llamadas a 

alegar, ante la autoridad competente, el presunto 

quebrantamiento.  

 

6. Corolario de lo anterior, se impone mantener 

incólume el fallo refutado. 
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DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de 

Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia 

en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 

la Ley, CONFIRMA la sentencia objeto de impugnación. 

 

Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las 

partes, al a quo y, en oportunidad, remítase el expediente a 

la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

2 

 

 

 
2 El presente documento se suscribe de conformidad con lo previsto en el artículo 11 

del Decreto Legislativo 491 de 28 de marzo de 2020, por cuya virtud se autoriza la 

“firma autógrafa mecánica, digitalizada o escaneada”. 
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Sala Quinta de Decisión Civil- Familia 

 

 
Providencia:  Sentencia de Tutela - T – 056 - 2020 
  
Proceso:  Acción de Tutela – Primera Instancia 
 
Accionante:  Gobernación del Valle del Cauca 
  

Accionado:  Juzgado Promiscuo Municipal de Zarzal y Juzgado Civil 
del Circuito de Roldanillo 

  
Radicado:   76-111-22-13-005-2020-00082-00 
 
Asunto:  Tutela contra sentencia del mismo tipo. No procede 

toda vez que el mecanismo para modificar las decisiones de 
los jueces constitucionales es el trámite de revisión ante la 
Corte Constitucional. 

 
 

MAGISTRADA PONENTE: DRA. BÁRBARA LILIANA TALERO ORTIZ 

 

Guadalajara de Buga, junio once (11) de dos mil veinte (2020) 

 

(Proyecto discutido y aprobado en Sala de Decisión Virtual de la fecha-vía correo 

electrónico ante la contingencia del Covid 19 - Acta No. 36) 

 

1. OBJETO DE LA DECISIÓN: 

 

Proferir sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela incoada por 

la GOBERNACIÓN DEL VALLE DEL CAUCA, contra el JUZGADO PROMISCUO 

MUNICIPAL DE ZARZAL y el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

ROLDANILLO, con el fin que sea protegido su derecho al debido proceso, 

presuntamente vulnerado por dichas autoridades. 

 

2. ANTECEDENTES: 

 

2.1. Solicitó la parte actora que se revoquen las sentencias de tutela proferidas 

el 10 de marzo y 11 de mayo de 2020 respectivamente, al interior de la acción 

constitucional con radicación No. 2020-00123, presentada por la señora 

ADALGIZA HENAO CÁRDENAS en su contra. 
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2.2. En sustento de sus súplicas, adujo la accionante que, en el referido 

asunto, los jueces de primera y segunda instancia concedieron el amparo a la 

estabilidad laboral reforzada, deprecado por la señora HENAO CÁRDENAS, 

ordenando su reintegro a la planta de personal de la entidad territorial; 

decisiones estas, que considera no se ajustan a la normatividad y doctrina 

constitucional aplicable, amén que se profirieron sin la vinculación de las 

personas que conforman la lista de elegibles para el cargo del cual fue 

desvinculada la mencionada libelista. 

 

2.3. La acción tutelar correspondió por reparto a ésta Sala de Decisión y fue 

admitida por auto de fecha 1° de junio de 2020, disponiéndose la notificación de 

los juzgados accionados, así como de los demás vinculados, la cual se surtió a 

través de correo electrónico. 

 

2.3.1. Enterados de la acción en su contra, los juzgadores accionados 

manifestaron no haber violentado las garantías de las partes al interior de la 

acción de tutela primigenia y, por el contrario, estar sus decisiones fundadas en 

jurisprudencia constitucional aplicable. Sobre la vinculación de unos supuestos 

interesados, anotaron que la parte hoy actora, no dio cuenta de la existencia de 

tales personas. 

 

2.4. Satisfecho el trámite de la presente instancia y previamente a resolver sobre 

el mérito de la presente acción, estima la Sala pertinente realizar las siguientes: 

 

3. CONSIDERACIONES: 

 

3.1. Se radica la competencia en la Sala para decidir en torno a la presente 

tutela en virtud de lo consagrado en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, 

dado el lugar donde se alega la presunta vulneración y en virtud de ser el 

superior funcional del Juzgado accionado. 

 

3.2. El problema jurídico que debemos resolver primero es el siguiente: 

¿procede la acción de tutela contra providencias judiciales proferidas en procesos 

de la misma naturaleza? 

 

3.2.1. Insistentemente se ha sostenido por la jurisprudencia que, por regla 

general, la acción de tutela no procede contra providencias judiciales y, por tanto, 

solamente en forma excepcional resulta viable la prosperidad del amparo para 

atacar tales decisiones cuando con ellas se causa vulneración a los derechos 

fundamentales de los asociados. 
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3.2.2. De igual modo, se tiene decantada la impertinencia del amparo para 

atacar sentencias de tutela, pues para cuestionar las determinaciones adoptadas 

en dicha sede, el ordenamiento jurídico prevé como mecanismos de control la 

impugnación y la eventual revisión ante la Corte Constitucional, de modo que no 

es la acción de amparo el instrumento idóneo para corregir las deficiencias que se 

adviertan, o incluso para reprochar las situaciones que sean consideradas como 

constitutivas de vía de hecho en dichas actuaciones, pues de permitir un nuevo 

cuestionamiento a través de una tramitación de la misma naturaleza, además de 

hacer interminable el trámite, se atentaría contra la certeza que debe acompañar 

a las decisiones judiciales. 

 

Con relación a la idoneidad del mecanismo de la revisión ante la Corte 

Constitucional, ha precisado reiteradamente nuestro superior funcional lo que 

sigue: 

 

(…) Si el presunto defecto es de fondo y se materializa en el fallo de la acción de 
tutela, contra esa providencia no es viable interponer posteriormente otra 
acción de igual naturaleza, toda vez que los mecanismos jurídicos idóneos 
establecidos para analizar la constitucionalidad de una sentencia de amparo se 
concretan únicamente en la impugnación del fallo de primera instancia y en la 
revisión a cargo de la Corte Constitucional. (…) Como no es factible interponer una 
nueva acción de tutela contra la sentencia que definió una anterior, quien estime 
que la primera sentencia dictada por el ad-quem está construida sobre vías de 
hecho, debe solicitar a esa Corporación que revise dicho fallo, en los 
términos de los artículos 31, 32 y 33 del Decreto 2591 de 1991. De esta 
manera, la persona afectada no queda desamparada jurídicamente ante la 
eventualidad de que en realidad la sentencia sea materialmente injusta. (…) Si la 
Corte Constitucional no revisa la sentencia de tutela oficiosamente ni a solicitud 
del interesado, o si accede a hacerlo, el actor debe estarse a lo resuelto por dicha 
Corte que es la última palabra sobre el asunto, y hace tránsito a cosa juzgada, 
pues el legislador, para evitar la cadena ilimitada de litigios la instituyó ‘como el 
órgano que pone fin al debate en punto de protección de los derechos 

fundamentales, mediante ese mecanismo1 (Negrillas de la Sala).  
 

3.2.3. Por manera que, se insiste, en línea de principio la acción de tutela no es 

procedente contra sentencias proferidas en asuntos de la misma naturaleza, 

admitiéndose ello solo de manera excepcionalísima cuando concurren los 

siguientes presupuestos: 

 

a) La acción de tutela presentada no debe compartir identidad procesal con la 
solicitud de amparo cuestionada, es decir, que no se está en presencia del 
fenómeno de cosa juzgada. 
 

b) Debe probarse de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en una 
anterior acción de tutela fue producto de una situación de fraude, que atenta 
contra el ideal de justicia presente en el derecho (Fraus omnia corrumpit). 
 

c) No existe otro mecanismo legal para resolver tal situación, esto es, la acción 
de tutela tiene un carácter estrictamente residual2. 

                                                             
1 CSJ STC, 30 ag. 2012, rad. 00258-01, reiterada el 23 may. 2013, rad. 00145-01 
2 Corte Constitucional, Sentencia T-373 de 2014 
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3.2.4. Descendiendo al asunto bajo examen, no son necesarias mayores 

disquisiciones para declarar la improsperidad del recurso de amparo, pues no se 

dan los presupuestos para su excepcionalísima procedencia que acabamos de 

reseñar, especialmente dado que los argumentos que la entidad suplicante 

esgrime en esta solicitud de protección, contra la decisión adoptada dentro del 

trámite constitucional en el que fungió como parte accionada, bien pueden y 

deben ser discutidos a solicitud suya o de oficio en el procedimiento de revisión 

de la providencia cuestionada ante la H. Corte Constitucional y aún a través de la 

insistencia para su selección con tal propósito, en los términos del artículo 33 del 

Decreto 2591 de 1991, si es que resulta descartada inicialmente por esa alta 

Corporación. 

 

Vale la pena aclarar, que, aunque se sugiere la existencia de un fraude en la 

resolución judicial, eventualidad que, de acuerdo al precedente antes transcrito, 

junto a otra requisitoria habilita la intervención de un nuevo juez de tutela, lo 

cierto es que no se hizo mención y menos se acreditó, en qué consistió aquel, 

lejos de ello, lo que se reprocha es una incorrecta valoración probatoria, así como 

la inaplicación de normas y principios constitucionales al momento de desatar –

en ambas instancias- la tutela No. 2020-00123, aspectos estos que no se enmarcan 

dentro de una maniobra fraudulenta.  

 
3.2.5. De otro lado, en cuanto al a supuesta vulneración derivada de no haber 

vinculado personas que se vieron afectadas con las decisiones objeto de esta 

nueva acción de tutela, basta decir que, aun cuando es cierto que, constituye un 

deber del juez de primera instancia integrar el contradictorio en debida forma y, 

correlativamente, "notificar a todas las personas directamente interesadas, partes y 

terceros con interés, tanto de la iniciación del trámite que se origina con la instauración de 

la acción de tutela, como de la decisión que por esa causa deba adoptarse, pues ello se 

constituye en una garantía del derecho al debido proceso"3, también lo es que la 

accionante no se encuentra legitimada en la causa para atacar el aludido vicio 

por esta vía. 

 

Respecto de la legitimación para acudir a este mecanismo de resguardo 

constitucional, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991 establece, que: 

 

La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera 
persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien 
actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán 
auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los 
mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal 
circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. 

                                                             
3 Sentencia SU 116 de 2018 
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Y sobre el alcance del precepto legal en mención, la jurisprudencia constitucional 

ha estimado que: 

 

La legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los 
derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin 
embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías 
procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) a través del 
representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente 
conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas 
jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o 
mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso (Resalta la Sala) (C.C. ST-
878 de 2007, criterio citado en STC8008-2019)4. 

 

Siguiendo esa línea argumentativa, para esta Sala de Decisión es claro, que los 

únicos legitimados para formular acción de tutela contra el trámite del recurso de 

amparo inicial, por cuestión de no haberse integrado el contradictorio, serían 

justamente, aquellos que, debiendo, no fueron vinculados a esa actuación, pues 

son sus garantías constitucionales y no las de la GOBERNACIÓN DEL VALLE 

DEL CAUCA –quien valga resaltar no obra aquí como agente oficioso de nadie- las que 

eventualmente pudieron verse vulneradas.  

 

3.2.6. Casi sobra decirlo, pero como quienes conforman la lista de elegibles para 

proveer el cargo al que fue reintegrado la señora ADALGIZA HENAO CÁRDENAS, 

no fungen como accionantes en la presente acción de tutela y, se reitera, la 

entidad territorial no agencia sus derechos, ni se ha visto afectada por el hecho 

de no haberlos vinculado al anterior recurso de amparo, esta Sala de Decisión, se 

encuentra relevada de examinar si la conducta del juez accionado trasgredió las 

garantías de aquellos.  

 

3.3. Como colofón de lo anteriormente expuesto, se negará el amparo 

constitucional al debido proceso invocado por la GOBERNACIÓN DEL VALLE 

DEL CAUCA. 

  

4. RESOLUCIÓN: 

 

Consecuente con lo expuesto, la SALA QUINTA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE GUADALAJARA DE BUGA, VALLE, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por mandato 

Constitucional, adopta la siguiente, 

 

 

 

                                                             
4 Sentencia STC16858-2019 del 12 de diciembre de 2019. MP. ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 
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DECISIÓN: 

 

PRIMERO: DENEGAR el amparo al derecho fundamental al debido proceso de la 

GOBERNACIÓN DEL VALLE DEL CAUCA, de acuerdo a lo esbozado en la parte 

motiva de esta decisión. 

 

SEGUNDO: DISPONER la notificación de este fallo por el medio más expedito a 

las partes intervinientes en este asunto. 

 

TERCERO: ORDENAR el envío de la actuación a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión (Decreto 2591/91 art. 33). 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
BARBARA LILIANA TALERO ORTIZ 

Magistrada Ponente 

 
 

 
MARIA PATRICIA BALANTA MEDINA 

Magistrada 
 
 

 
 
 

FELIPE FRANCISCO BORDA CAICEDO 
Magistrado 

 
Acción de tutela 1ª inst. Gobernación del Valle del Cauca contra Juzgado Promiscuo Municipal de 

Zarzal y Juzgado Civil del Circuito de Roldanillo Rad. 76-111-22-13-005-2020-00082-00 
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